Poder Judicial de la Nación


CAUSA N° 2431/2007
RUIZ DE GALARRETA, JOSÉ LUCIO C/ ESTADO

JUZG. N° 8

 
NACIONAL PODER EJECUTIVO S/ DAÑOS Y 

SECR. N° 16

  
PERJICIOS.
En Buenos Aires, a los   29    días del mes de diciembre de dos mil once reunidos en acuerdo los señores jueces de la Sala 2 de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, para conocer en recurso interpuesto en autos: “RUIZ DE GALARRETA, JOSÉ LUCIO C/ ESTADO NACIONAL PODER EJECUTIVO S/ DAÑOS Y PERJUICIOS”, respecto de la sentencia de fs. 170/174, el Tribunal estableció la siguiente cuestión a resolver:



¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

                        Practicado el sorteo resultó que la votación debía ser efectuada en el siguiente orden: señores Jueces de Cámara doctores Alfredo Silverio GUSMAN, Ricardo Víctor GUARINONI y Santiago Bernardo KIERNAN. 

                        A la cuestión planteada, el señor Juez de Cámara doctor ALFREDO SILVERIO GUSMAN dijo: 
                        I. En el pronunciamiento de fs. 170/174, el Magistrado de primera instancia rechazó -con costas en el orden causado- la demanda promovida por el Sr. José Lucio RUIZ DE GALARRETA contra el ESTADO NACIONAL –PODER EJECUTIVO- con el objeto de que se le reconozca la indemnización de los daños y perjuicios acaecidos como consecuencia de la demora que le imputa a la actividad judicial desplegada en el marco de la causa “Ruiz de Galarreta José Lucio c/ P.E.N. y otro s/ sumarisimo” (expte. nº 1836/05).

Para así decidir, el sentenciante estimó que en el caso de autos no concurren los presupuestos de la responsabilidad estatal. Por un lado, sostuvo que no existió la “denegatoria de justicia” argüida por el actor en la tramitación del proceso primigenio por el cual solicitó la restitución de los fondos depositados en moneda extranjera. De esta forma, concluyó en que el transcurso del tiempo consumido en el marco de dichas actuaciones, obedeció a la propia conducta displicente del actor, generando esto la interrupción del nexo causal entre la conducta atribuida al Estado Nacional y el daño alegado por la parte. Del mismo modo, consideró que no se verificó en la causa la existencia de un “sacrificio especial” asumido por el afectado, que justifique responsabilizar al Estado por su actividad lícita.  

                        II. Ese fallo motivó la apelación articulada por el accionante en fs. 177, quien expresó agravios en fs. 187/189 vta., mereciendo réplica de su contraria en fs. 191/193. 

                        La recurrente se agravia del rechazo de la demanda, arguyendo, en síntesis, que: a) Los daños ocasionados a su parte, han sido producto del dictado de la normativa de emergencia proveniente del Poder Ejecutivo Nacional en los años 2001 y 2002; b) En lo que respecta a la tramitación de la causa nº 1836/05, la inacción de su parte obedeció al actuar de los sucesivos letrados que lo patrocinaron en aquellas actuaciones; c) La responsabilidad del Estado es de carácter objetiva, no hallándose en la causa ninguno de los eximentes para exonerarlo de tal atribución, configurándose además la relación de causalidad adecuada entre el hecho imputado al demandado y el daño alegado.

                        III. En primer término, no puedo dejar de advertir que al momento de entablar la demanda, la pretensión del actor se encontró dirigida a la declaración de responsabilidad del Estado Nacional con sustento en el obrar judicial en los autos “Ruiz de Galarreta José Lucio c/ Banco Santander Rio SA s/ sumarisimo” (expte. nº 1836/05), en los que él mismo revestía el carácter de accionante. Sin embargo, en contradicción con dichos términos, en oportunidad de contestar la excepción de falta de legitimación pasiva articulada por su contraparte, el pretensor modificó los extremos en base a los cuales había quedado trabada la litis, fundando la responsabilidad del demandado en el dictado de los decretos 1570/01, 214/02 y 320/02, que produjeron la inmovilización de los fondos que se encontraban depositados a su nombre en la entidad Banco Río de la Plata S.A. (v. en ese sentido fs. 93 –pto. 2). 

                        Parece necesario recordar que la demanda -como acto procesal fundamental- determina la persona llamada a la causa en calidad de demandado, la naturaleza de la pretensión puesta en movimiento y los hechos en que ésta se funda (conf. esta Sala “Furlan Ovidio y otros c/ Empresa Ferrocarriles Argentinos Gral. Roca s/ Lesión y/o muerte de pasajero transp. ferroviario” Causa nº 8073/93 del 16/07/98). En tal sentido, circunscribe la pretensión del sujeto que la entabla en los términos que de ella se desprenden. 

                        De esta forma, el ámbito de actuación del accionado se encuentra limitado al responde del reproche que se le realiza en el escrito inaugural, o en caso de existir, en las respectivas ampliaciones formuladas en los términos del art. 331 del Código Procesal. Tal circunstancia resulta suficiente para rechazar la imputación de responsabilidad pretendida con sustento en la actividad normativa desplegada por el Estado Nacional. Las manifestaciones vertidas por el recurrente a fs. 187, no son más que afirmaciones intempestivas por medio de las que se intenta modificar la esencia de la pretensión originaria. 

                        Por ello, entiendo que admitir una solución contraria a la que aquí se propone, importaría socavar el derecho de defensa en juicio del demandado, cuya tutela se encuentra expresamente prevista en el art. 18 de la Constitución Nacional. A mayor ilustración, debo agregar que el juzgamiento de los derechos de los justiciables debe ser el corolario de la íntegra sustanciación del “debido proceso”; es decir, aquél que auspicie una razonable oportunidad al sujeto para actuar con “utilidad” en la causa, con el fin de obtener una decisión, eficaz y fundada (conf. Germán BIDART CAMPOS, “Manual de la Constitución reformada”, t. II, p. 327).
                        IV. Aclarado así el hecho por el cual corresponde analizar la conducta asumida por el Estado Nacional, esto es, la actuación judicial en el marco de la causa nº 1836/05 -conexa a la presente-, resta expedirme en orden a los restantes agravios propuestos.

                        En primer término, y luego de analizar las constancias obrantes en el expediente conexo, advierto que en el decisorio recurrido, el Sr. Juez de Primera Instancia ha descripto con precisión la secuencia de actos procesales llevados a cabo por el accionante, los que reflejan el desinterés de la parte en el impulso de la causa. La actora intenta desentenderse de lo dispuesto en el art. 1111 del Código Civil, deslindando la negligente conducta procesal evidenciada en el expediente judicial 1836/05 en hechos provenientes de sus letrados.

                        Ahora bien si, como está reconocido, fueron los abogados que voluntariamente designó los que no activaron la causa, no se comprende la razón que permita atribuir responsabilidad al Estado Nacional.

                        Sobre esta base, es válido recordar que si en el curso causal interviene el hecho de un tercero con aptitud para producir el daño, el demandado no puede ser responsabilizado. A lo que debo añadir que jurídicamente sólo es tercero alguien extraño, por quien no se debe responder, es decir, no vinculado con el sujeto contra el que dirige la acción resarcitoria (conf. Matilde ZAVALA de GONZÁLEZ “Actuaciones por daños. Prevenir. Indemnizar. Sancionar.” p. 172). El reclamo patrimonial del Sr. RUIZ DE GALARRETA, en todo caso, debería haberse enderezado contra los letrados que lo patrocinaron en el proceso iniciado contra el Banco Santander Río. 

                        V. Si bien lo hasta aquí señalado es suficiente para confirmar lo resuelto en la anterior instancia, en orden a los pesares emocionales que refiere el actor con motivo de la situación en la que se vio inmerso a raíz de la tramitación de la causa y la consecuente indisponibilidad de los fondos, corresponde hacer dos aclaraciones.

                        5.1. No resulta ocioso advertir que, tal como lo reseña la sentencia cuestionada, el accionante culminó el proceso originario mediante la celebración de un acuerdo conciliatorio aceptado por su parte en todos los términos. 

                        De la compulsa de estas actuaciones, no se encuentra acreditado que dicho acto jurídico haya sido objeto de cuestionamiento ulterior mediante los institutos legales idóneos a tal fin. Es que, de haber correspondido en función de las expresiones vertidas en el punto d) de fs. 188 vta., el sujeto debió articular las acciones conducentes con la finalidad de quitarle validez al convenio suscripto en el marco del proceso. En tal temperamento, asumo que la parte no puede ir contra los propios actos llevados adelante por ella.     

                        5.2. Con relación a la incapacidad psicológica del 35% alegada por el actor, advierto que tal como sostuvo el Magistrado de la anterior instancia en el dispositivo recurrido (sin agravio fundando que lo contradiga, arg. arts. 265 y 266 del C.P.C.C.N.), no se halla probada en autos la relación de causalidad entre la incapacidad invocada y el hecho imputado al Estado Nacional. En efecto, en el informe elaborado por la experta (en especial pto. 8 de fs. 156), -el que, aún siendo referido en los agravios por la recurrente, no ha merecido objeción alguna en la oportunidad procesal pertinente-, se sostiene que “...no puede establecerse desde esta evaluación una relación causal directa entre los acontecimientos estresantes vividos por el Sr. Ruiz de Galarreta y la aparición de enfermedades...”.

                        En conclusión, no habiéndose acreditado el nexo causal entre la conducta atribuida al Estado Nacional y el daño alegado, corresponde desestimar la responsabilidad atribuida a la parte demandada. 

                       VI. En función de lo expuesto voto, por confirmar la sentencia apelada a fs. 177. Con costas a la vencida (art. 68 del C.P.C.C.).
                        Los señores Jueces de Cámara doctores Ricardo Víctor Guarinoni y Santiago Bernardo Kiernan, por razones análogas a las expresadas por el doctor Alfredo Silverio Gusman, adhieren a las conclusiones de su voto.

                        Con lo que terminó el acto. ALFREDO SILVERIO GUSMAN - RICARDO VÍCTOR GUARINONI - SANTIAGO BERNARDO KIERNAN -.


Es copia fiel del acuerdo original que obra en las páginas n° 285 folio n° 140 tomo n° 4  del Libro de Acuerdos de la Sala 2 de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal.

Buenos Aires,    29   
de diciembre de 2011.-



Y VISTOS: por lo que resulta del acuerdo que antecede, téngase por resolución de la Sala lo propuesto en el punto VIII del primer voto.

                        Regístrese, notifíquese y devuélvase.

ALFREDO SILVERIO GUSMAN

RICARDO VÍCTOR GUARINONI 
SANTIAGO BERNARDO KIERNAN
